
La Ley 15/2022, integral para la 
igualdad de trato y no discriminación, 
establece que nadie puede ser dis-
criminado por razón de enfermedad 
(art. 2.1); que la enfermedad no puede 
amparar diferencias de trato distintas 
de las que impone su tratamiento, el 
ejercicio de algunas actividades o la 
salud pública (art. 2.3); y que las dis-
posiciones, actos o cláusulas discri-
minatorias son nulos (art. 26). 

Algún juzgado de lo Social ya ha de-
clarado que la enfermedad constituye 
una causa de discriminación y que el 
despido en situación de baja médica 
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Ya en plena campaña de la Ren-
ta y Patrimonio del ejercicio 2022, 
un año más gran parte de los con-
tribuyentes españoles deben de-
clarar sus rendimientos anuales 
con el consecuente coste fiscal. 
En materia de Impuesto sobre la 
Renta se mantiene la no obligato-
riedad de su presentación para los 
que obtengan ingresos inferiores 
a 22.000 euros procedentes de un 
pagador y con el límite de 14.000 
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euros para los supuestos de más 
de un pagador, siempre que el se-
gundo pagador sea inferior a 1.500 
euros. 

Destaca como novedad la rebaja 
de la deducción máxima por apor-
taciones a planes de pensiones, 
siendo el límite anual el importe 
de 1.500 euros, aunque se incre-
menta hasta los 8.500 euros para 
los planes de pensiones de empre-
sa. Por otra parte, la cuantía de la 
deducción por maternidad sigue 
siendo de hasta 1.200 euros -es 
decir, 100 euros al mes- por cada 
hijo menor de tres años hasta que 
el menor alcance los tres años de 
edad. Pero si hasta ahora solo se 
podían beneficiar las mujeres que 

estuvieran trabajando, en la nueva 
campaña se amplía a las madres 
sin empleo que perciban presta-
ciones contributivas o asistencia-
les del sistema de protección de 
desempleo en el momento del na-
cimiento del menor.

Por otra parte, el modelo de la 
declaración incluye un apartado 
específico para consignar las ope-
raciones con criptomonedas y en el 
que debe declararse el cambio de 
moneda o su conversión en euros, 
siendo la ganancia tributable en la 
base imponible del ahorro, cuya 
tarifa ha sido incrementada al in-
cluirse un nuevo tramo impositivo 
del 26% para aquellas ganancias 
que excedan los 200.000 euros.

NEWS

Evolución de las causas de nulidad del despido: 
a vueltas con la incapacidad temporal
Las interpretaciones contradictorias de los tribunales a propósito de si la enfermedad 
es o no es causa de despido nulo aconsejan analizar cada supuesto en concreto.



por incapacidad temporal (IT) es nulo, 
por discriminatorio, si la empresa no 
acredita que concurre causa alguna. 
Otros tribunales, sin embargo, inter-
pretan lo contrario. Por ejemplo, el Tri-
bunal Superior de Justicia de Asturias 
(sentencia de 14 de febrero de 2023, 
rec. 2636/2022) entiende que la Ley 
15/2022 no ha variado el contenido del 
art. 55 del Estatuto de los Trabajadores 
(ET) ni ha modificado la jurisprudencia 
anterior, lo que conduce a reconocer 
que el despido en situación de IT no es, 
per se, discriminatorio. 

A nuestro entender la alternativa 
correcta es la segunda. La enferme-
dad no es causa de despido nulo del 
art. 55 ET y el derecho a la salud no es 
fundamental, siendo complicado que 
un despido durante la IT sea declara-
do nulo porque este hecho objetivo no 

es en sí mismo suficiente para poder 
apreciar discriminación.

Posición del Tribunal Constitucional
El Tribunal Constitucional (TC) ya afir-

mó en 2008 que no hay discriminación 
si el factor enfermedad se considera 
con la perspectiva estrictamente fun-
cional de su efecto incapacitante para 
el trabajo, pudiendo haberla si también 
se considera como elemento de segre-
gación basado en su mera existencia 
o en la estigmatización como persona 
enferma de quien la padece. Es decir, 
que el despido en situación de baja por 
IT no es discriminatorio cuando es el 
resultado de una valoración, por parte 
de la empresa, de que la incapacidad 
para el trabajo hace que el manteni-
miento de la prestación laboral resulte 
en exceso oneroso. De hecho, la idea 

de que la productividad y la eficiencia 
del trabajo son intereses de la empre-
sa, constitucionalmente protegidos, 
que se ponen en riesgo en el supuesto 
de determinadas bajas médicas, tam-
bién está explicitada en la sentencia 
118/2019 del TC.

Aunque desde el punto de vista de la 
mayoría de la doctrina y de la posición 
del TC no cabe la nulidad automática 
por el mero hecho de estar de baja 
médica, esta nueva norma impulsa de 
nuevo la discusión, ya abierta, en la 
praxis laboral, con respecto a la nu-
lidad o no de un despido de la perso-
na trabajadora en situación de IT. Por 
eso, antes de proceder a efectuar un 
despido en estas circunstancias hay 
que analizar el supuesto en concreto 
y las causas imputables como causa 
de despido.

A partir del 1 de octubre de 2023 
las empresas tendrán que dar de 
alta en la Seguridad Social a todos 
los becarios, perciban o no remu-
neración. Por lo tanto, las prácticas 
formativas o prácticas académicas 
externas (incluidas las realizadas 

por alumnos universitarios y de 
Formación Profesional) que hasta 
ahora no fuesen remuneradas tam-
bién cotizarán a partir del próximo 
octubre.

En ambos casos, sean o no re-
muneradas, las cuotas a pagar por 

contingencias comunes estarán re-
ducidas en un 95%. Esta medida se 
incluyó, como disposición adicional, 
en el Real Decreto-ley 2/2023, de 16 
de marzo, de reforma de las pensio-
nes aprovechando la publicación de 
esta norma para su inclusión.

 Recursos humanos

Los becarios tendrán que estar de alta en la Seguridad Social

La Agencia Española de Protección 
de Datos se ha pronunciado respec-
to a la obligatoriedad por parte de las 
aerolíneas de rectificar de manera to-
talmente gratuita el nombre en los bi-
lletes de avión de aquellos pasajeros 
que así lo soliciten.

 Pese a que cobrar un extra a los 
pasajeros por la rectificación de sus 
datos personales erróneos o inexac-
tos en un billete de avión e incluso, 
negarse a rectificarlos y obligar al pa-
sajero a comprar otro billete, ha sido 
una práctica muy habitual por parte 
de muchas aerolíneas y agencias de 
viajes, la autoridad de control ha de-
terminado que dicha práctica incum-
ple con lo dispuesto en la normativa 
vigente de protección de datos.

 En definitiva, la solicitud de la co-
rrección de aquellos datos personales 
inexactos, como el nombre o ape-
llidos, constituye el ejercicio del 
derecho de rectificación que 
puede ejercer cualquier inte-
resado, a tenor de lo dispuesto 
en el Reglamento General de Pro-
tección de Datos.

 El ejercicio del derecho de rectifica-
ción debe gestionarse de forma gratui-
ta, sin dilación indebida y en el plazo 
máximo de un mes, siempre y cuando la 
solicitud por parte del interesado no sea 
manifiestamente infundada o excesiva, 
en cuyo caso el responsable del trata-
miento podría cobrar un canon propor-
cional por los costes administrativos 
soportados e incluso, negarse a actuar.

 Protección de datos

Las aerolíneas están obligadas a rectificar de manera 
gratuita el nombre en los billetes de avión



	

>>> El objetivo final es 
alcanzar una movilidad 
sostenible, autónoma y 
conectada <<<

Escalada de precios energéticos, 
encarecimiento de materias pri-
mas y del transporte y crisis de 
abastecimiento de componentes. 
¿Cómo afronta el sector de la au-
tomoción en Catalunya esta coyun-
tura? 

El sector de la automoción es un 
puntal económico en Catalunya y no 
es la primera vez que debe supe-
rar una crisis. Si bien es cierto que 
se han sumado muchas a la vez, el 
trabajo en equipo y el liderazgo que 
veo en cada empresa del sector me 
hace ser optimista porque siempre 
hemos salido adelante.

El imperativo de desarrollar vehí-
culos ajenos al motor de combus-
tión coexiste con la emergencia 
de nuevas fórmulas asociadas a la 
electromovilidad personal. ¿Supo-
ne ello un elemento añadido de in-
certidumbre?

El hecho de tener distintas tec-
nologías en desarrollo como está 
haciendo el sector con el coche 
eléctrico, el coche híbrido, la pila de 
combustible o los combustibles sin-
téticos… amplía el abanico de opcio-
nes de movilidad. Desde el Clúster, 
los estudios con los que trabajamos 
desde 2017 ya nos ponían encima de 
la mesa esta coexistencia de tecno-
logías, por lo que no es un escena-
rio que nos sorprenda. Respecto al 
imperativo, jamás ha existido hacia 
la electromovilidad. De hecho, hay 
que focalizar los esfuerzos en la 
tecnología que sea más competitiva 
para que sea asequible a los usua-
rios, manteniendo el objetivo final: 
una movilidad sostenible, autónoma 
y conectada.

¿Da respuesta el Proyecto Es-
tratégico para la Recuperación y 
Transformación Económica (PER-
TE) del vehículo eléctrico a los re-
tos planteados?

Su objetivo es que dé respuesta 
y nos ayude a acelerar el camino 
hacia la movilidad sostenible gra-
cias a la canalización de recursos 
europeos, pero también es cierto 
que su puesta en práctica a través 
del PERTE VEC 1, no ha cumplido 
las expectativas y ha habido mu-
chas dificultades por la concepción 
de la aplicación de estos recursos. 
Lo bueno es que del PERTE VEC 1 
se puede aprender para detectar lo 
que no ha funcionado y mejorarlo 
en el PERTE VEC 2.

¿Cuál debería ser la fórmula para 
incrementar la competitividad 
industrial en este contexto de 
transformación? 

Estrategia, formación y cola-
boración empresarial y público-
privada. Es vital trabajar la pros-
pectiva estratégica para tener 
información avanzada y focalizar 
los esfuerzos para alinearse con 
esa información de la que se dis-
pone y que nos dice lo que tiene 
que venir. El segundo elemento 
básico es la formación y mejora. 
Hablamos de reskilling, upskilling 
y de las soft y las hard skills. Es 
decir, el escenario es de lifelong 
learning. Además, es vital la coo-
peración entre empresas y con la 
administración pública para redu-
cir el tiempo de incertidumbre.

¿Qué opinión le merece el acuer-
do logrado con respecto a la re-

industrialización de Nissan Zona 
Franca, en Barcelona? 

Es una muy buena noticia para 
el sector y para la economía cata-
lana. Es una gran oportunidad para 
desarrollar lo que pide el mercado 
global y tener tecnología propia, 
de Catalunya. Abrirá oportunida-
des para muchas empresas y esa 
siempre es una fantástica noticia.

¿Se trabaja desde el CIAC en al-
guna iniciativa con este propósi-
to? ¿Existe colaboración con los 
otros clústeres de automoción de 
España? 

En el mismo proyecto del Hub de 
Zona Franca hay implicadas, des-
de hace tiempo, distintas empre-
sas asociadas al CIAC. Además, 
por parte del Clúster, colabora-
mos en las posibles necesidades 
que tengan en la identificación 
de empresas para su cadena de 
suministro. Por otro lado, exis-
te muchísima colaboración entre 
los clústeres de automoción de 
España. De hecho, nos encontra-
mos para construir proyectos con-
juntos. De ahí nació ECOMOB, un 
espacio para compartir casos de 
éxito y que pronto evolucionará 
para ser un proyecto mucho más 
potente. Y trabajamos con otros 
clústeres, como el de Materiales 
Avanzados, para desarrollar más 
proyectos para nuestro sector.

“El sector de la automoción 
es un puntal económico en 
Catalunya”

SERGIO ALCARAZ
Presidente del Clúster de la Indústria d’Automoció 
de Catalunya (CIAC)
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Las compañías de 50 o más empleados deberán implementar 
un canal de denuncias interno

Propuesta de Ley Orgánica reguladora del Derecho constitucional de Defensa

Aplazamiento de deudas tributarias sin aportar garantía

El 13 de marzo de 2023 entró en 
vigor la Ley 2/2023, de 20 de febre-
ro, reguladora de la protección de las 
personas que informen sobre infrac-
ciones normativas y de lucha contra la 
corrupción.

La citada norma obliga, entre otras 
entidades y organizaciones, a las em-
presas con 50 o más trabajadores a 
disponer e implementar un sistema 
de gestión interna de comunicaciones 
confidencial, seguro e independien-

te dentro de la compañía para que 
los empleados, autónomos, y demás 
personas indicadas en dicha norma 
puedan denunciar infracciones admi-
nistrativas, penales y/o del Derecho de 
la Unión Europea que descubran en la 
empresa.

Las compañías con 249 trabajado-
res o menos deberán habilitarlo entre 
el 13 de marzo y el 1 de diciembre de 
2023. El resto de las empresas, admi-
nistraciones y organismos obligados 

dispondrán de tres meses desde la en-
trada en vigor de la ley para la implan-
tación efectiva del sistema de gestión 
interna de comunicaciones.

Los sujetos obligados que no dis-
pongan del canal de denuncias interno 
o que no lo adapten y ajusten, para dar 
cumplimiento a los nuevos requisitos 
previstos en la ley, se arriesgan a ser 
sancionados con graves multas que 
pueden alcanzar, para las personas ju-
rídicas, el millón de euros.

El pasado 4 de abril el Consejo de 
Ministros, a iniciativa del Ministerio de 
Justicia, aprobó el Proyecto de Ley Or-
gánica del Derecho de Defensa.

La citada norma tiene como pro-
pósito desarrollar en un texto legal el 
derecho fundamental de defensa reco-
gido en el artículo 24 de la Constitución 
Española. Sin duda, se trata de una no-
vedad legislativa pionera que ha tenido 
una gran acogida y recibimiento ya que, 
tal y como ha destacado la ministra de 

Justicia, Pilar Llop, en términos de po-
lítica legislativa comparada, hasta el 
momento en ningún Estado miembro 
de la Unión Europea existe una ley inte-
gral de defensa.

Todavía en tramitación parlamen-
taria, la norma reconoce de forma ex-
presa el derecho de defensa como un 
derecho fundamental indisponible que 
se manifiesta como garantía de los 
derechos y libertades y del Estado de 
Derecho. Asimismo, la norma desarro-

lla los cinco pilares básicos sobre los 
que se sustenta el mencionado dere-
cho: i) el libre acceso a los tribunales 
de Justicia; ii) el derecho de defensa en 
las causas penales; iii) la salvaguarda 
del principio de igualdad de las partes 
en el proceso mediante el marco pro-
cesal adecuado; iv) la utilización de los 
medios electrónicos en la actividad de 
los tribunales y de la Administración de 
Justicia, y v) el derecho de defensa ante 
las Administraciones Públicas.

Hacienda ha elevado de 30.000 a 
50.000 euros el límite exento de la obli-
gación de aportar garantías en las so-
licitudes de aplazamiento o fracciona-
miento de las deudas tributarias. Este 
cambio ha entrado en vigor el 15 de 
abril, sin efectos retroactivos.


